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adecuadamente las normas ICONTEC, además el trabajo tanto en la forma como 
en el fondo tiene gran sentido académico de acuerdo con los requisitos exigidos 


















El objetivo de este trabajo es analizar que tan efectiva resulta la acción popular 
para la protección del medio ambiente, así como su utilidad en la ciudad de 
Quibdó. El derecho está consagrado expresamente en el artículo 88 de la 
Constitución Política bajo el titulo de la protección y aplicación de los derechos y 
desarrollado por la ley 472 de 1998. 
 
En estas condiciones los citados  enunciados normativos  prescriben con claridad 
que toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial en busca del amparo a la 
afectación de  derechos e interés colectivos, está garantizado judicialmente por 
virtud de un instrumento procesal especifico de carácter principal y de naturaleza 
autónoma, conocida como acción popular. 
 
En esta investigación se estudian Jurisprudencias de la Corte Constitucional, que 
en repetidas sentencias de tutela ha expresado que se debe proteger el Derecho a 
un Medio Ambiente Sano por medio de la Acción de Tutela cuando su vulneración 
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La Constitución de 1991 es señalada como una de las más avanzadas del mundo 
por  su  reconocimiento  al medio ambiente y al desarrollo. 
 
Los artículos 8º,79 80, 81, 82 y 226 buscan proteger la diversidad, un medio 
ambiente sano, el desarrollo sostenible de los recursos naturales y la conservación 
de las áreas de especial importancia ecológica. 
 
Una de las transformaciones conceptuales más importantes de la constitución de 
1991 consistió en que los derechos fundamentales de los ciudadanos pasaron de 
ser meros derechos formales, a convertirse en exigencias reales, inmediatas y 
garantizadas, traducidas éstas en la dotación de los ciudadanos de medios 
materiales y jurídicos para la defensa de los mismos. 
 
En la nueva constitución la persona es el centro y el Estado debe estar en función 
de garantizar la prestación de los servicios vitales requeridos por ella.  
 
 
La Constitución Nacional dotó al ciudadano común y a la comunidad de nuevas 
herramientas para garantizar el cumplimiento de sus derechos fundamentales, 
tanto individuales como colectivos; pero la participación de la comunidad es el más 
importante de los instrumentos para la defensa de los derechos colectivos, en 
especial, del derecho a gozar de UN AMBIENTE SANO.  
 
 
"La democracia participativa es un principio material que permea tanto la parte 
dogmática como orgánica de la constitución. Ella exige la reinterpretación del 
ejercicio del poder desde la esencia de los derechos de participación. La 
recuperación de la legitimidad institucional inspiró la consagración de diversos 
mecanismos de participación a lo largo del texto constitucional".  
 
 
La Constitución Política Colombiana ha consagrado en su artículo 79 "el derecho a 
gozar de un ambiente sano". En aras de contribuir a garantizar su cumplimiento, 
es importante que se conozcan los mecanismos jurídicos de protección del medio 
ambiente, los cuales pueden ser ejercidos por los ciudadanos común y corrientes, 
por las personas jurídicas, por los funcionarios públicos y por las ONG`s.  
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Garantizar el derecho a un ambiente sano significa elevar la calidad de vida de la 
población. Con ello se pretende apoyar la satisfacción de las necesidades de las 
personas en lo que tiene que ver con una vida prolongada y saludable.  
 
 
La trascendencia que el ejercicio de éstos mecanismos puede representar para la 
actual y las nuevas generaciones es alta. La protección de los derechos colectivos 
entre los cuales se encuentra el derecho a un ambiente sano, está fundamentada 
en los principios de solidaridad, supervivencia de la humanidad y la búsqueda de 
solución pacífica a los conflictos. Además con la utilización de los mecanismos de 
protección, se está garantizando la participación de todos los ciudadanos en el 
cuidado de su entorno.  
 
 
Los mecanismos existentes para permitir la participación ciudadana en lo que a 
protección ambiental se refiere son la acción de tutela, la acción de cumplimiento y 
las acciones populares. 
 
 
Las Acciones Populares son el mecanismo por excelencia para la protección de 
los derechos e intereses colectivos entre ellos "el derecho a un ambiente sano"; su 
finalidad es proteger a la comunidad en su conjunto y respecto a sus derechos e 
intereses colectivos. Pueden ser interpuestas por cualquier persona a nombre de 
su comunidad, no es necesario demostrar la existencia de un daño o perjuicio, se 
persigue con ella que el juez ordene hacer o no hacer algo o que exija, tanto la 
realización de conductas necesarias para volver las cosas al estado anterior, como 
el pago de una suma de dinero. 
 
 
Para garantizar y hacer efectivo el reconocimiento de los derechos colectivos, la 
nueva Constitución elevó al rango de norma constitucional las Acciones Populares 
en el artículo 88 y dejó en manos del legislador su reglamentación. 
 
 
Las acciones populares son en su naturaleza acciones de derechos humanos, no 
de elites; con ellas no se pretenderá la controversia sino cesar la amenaza o el 
daño sobre derechos colectivos. 
 
 
Con el ejercicio de actividades económicas, como la construcción de carreteras, 
puertos, oleoductos, explotación petrolera, etc., se pueden causar daños 
ambientales a grupos de personas, quienes tendrán en las acciones populares 





La necesidad de encontrar un tema que abarcara el derecho sustancial y procesal 
unido a la concepción de una democracia participativa y solidaria dentro del marco 
de un Estado  social de derecho, al igual que nuestra constante búsqueda  del 
equilibrio y la igualdad nos conducen a hablar de los mecanismo de protección de 
los derechos e interés colectivos, concretamente de la acción popular la cual 
consideramos de suma importancia para la protección del derecho colectivo al 
medio ambiente y el derecho fundamental a la salud. 
Queremos indagar en las arcas judiciales sobre las demandas admitidas y falladas 
de acción popular por afectación del medio ambiente. 
En tal sentido esta investigación nos puede llevar a conocer que acciones  vienen 
adelantando las autoridades ambientales para la protección del medio ambiente y 
en el restablecimiento  del derecho colectivo al medio ambiente, al igual que el 
derecho a la  salud, cuando se ve afectado como consecuencias directa o 











Determinar la efectividad de la acción popular para la protección del medio 
ambiente en la ciudad de Quibdó  
Específicos 
 Realizar una exploración teórica sobre la acción popular como mecanismo 
efectivo en la protección del medio ambiente 
 Analizar si el Derecho al Medio Ambiente puede ser considerado como un 
Derecho Fundamental 
 Investigar que otros Mecanismos de Protección Ambiental existen actualmente 
en Colombia 
 Estudiar los aspectos procesales que se surten en el trámite de la Acción 
Popular 
























1. EXPLORACIÓN TEORICA DE LA ACCIÓN POPULAR  
 
 
1.1- Nociones previas 
 
 
La legislación Colombiana para proteger los derechos colectivos al medio 
ambiente, desarrolló desde el punto de vista administrativo unos mecanismos de 
protección que consisten en la expedición de permisos o licencias, que deben ser 
expedidos por las autoridades ambientales.  Las licencias se otorgan cuando una 
persona natural o jurídica, pública o privada, pretende construir una obra o 
actividad que pueda afectar al medio ambiente o a los recursos naturales, en este 
caso deberá solicitar la respectiva autorización de la autoridad ambiental 
competente.   
 
 
Con todo lo anterior podría pensarse que en Colombia el medio ambiente pasa por 
uno de los mejores momentos en cuanto a su protección jurídica, pero esto no es 
así, existe una política impulsada desde el propio gobierno nacional y algunos 
sectores de gremios económicos, como el sector de hidrocarburos, minero 
energético e infraestructura para desarticular el proceso de licenciamiento y los  
mecanismos de participación ciudadana, nacidos desde la Declaración de Río, la 
Constitución del 91 y la ley 99 de 1993. 
 
 
1.2. La acción Popular antes de la Constitución de 1991 
 
 
Las acciones populares no son un invento cuyo origen sea predicable al legislador 
de 1991, ni siquiera las mismas nacieron en el derecho Colombiano, ya que desde 
la antigua roma las mismas se contemplan como una acción civil por medio de la 
cual se podía defender los intereses del populus y correlativamente los derechos 
subjetivos de ciudadano que la incoaba, cabe destacar que ya en aquella época al 
actor se le otorgaba un incentivo de carácter patrimonial por el esfuerzo realizado 
a favor de la colectividad. 
 
 
Por su parte el viejo derecho anglosajón también contempló acciones para la 
defensa de los intereses colectivos, pero a diferencia del derecho romano en dicho 
sistema se reguló dicho instrumento como una acción de clase en la medida en 
que la misma se veía reducida a la defensa de determinado grupo de personas 
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que pudieran estarse viendo perjudicadas por las acciones u omisiones de 
determinados entes públicos o particulares, lo que por regla general conllevaba 
una pretensión indemnizatoria para el grupo o clase afectada. 
 
 
El código civil colombiano redactado por Don Andrés Bello, fiel a su tradición 
romanista consagró también algunas acciones populares introduciéndose de esta 
guisa por primera vez en nuestro sistema jurídico tales acciones, las que al igual 
que en la antigua roma tenían un carácter privatista, en este sentido, dicha 
normatividad contiene entre otras acciones populares para la protección de bienes 
de uso público (art. 1005 C. C.), la prevención de un daño contingente (art. 2359 y 
2360 ibídem) y para la remoción de una cosa que se encuentra en la parte 
superior de un edificio que amenace caer y causar daño a cualquier persona; sin 
embargo, no es esta la única norma que dentro de nuestro ordenamiento regula 
tales acciones, por ejemplo, las normas de protección a los derechos del 
consumidor, las de conservación y salvaguarda del medio ambiente y defensa del 
medio ambiente son algunas de ellas; pero indiscutiblemente es a partir de 
advenimiento de la norma normarum del 91, que las mismas adquieren un papel 
protagónico en nuestro país debido en gran parte al carácter social y democrático 
de nuestro Estado, ya que hasta antes de la misma estas acciones eran 
impetradas de manera excepcional lo que las condenó al olvido tanto por parte de 
la doctrina como de la jurisprudencia. 
 
 
1.3. La acción Popular a partir de la Constitución de 1991 
 
 
Lo que caracterizó la incorporación de los derechos colectivos y de grupo en la 
Constitución Nacional del 91 no fue solo la adhesión en dicho cuerpo normativo de 
un número de derechos fundamentales de la persona humana, sino la 
consagración de mayores y más efectivos medios específicos para su amparo 
judicial, como es las Acciones Populares con fines concretos, previstas 
específicamente para la protección de los derechos e intereses colectivos (art. 88 
inciso primero) y las Acciones de grupo o de clase, consagradas para proteger 
derechos que resulten vulnerados en un grupo amplio de personas (art. 88 inciso 
segundo).   
 
  
A partir de 1991 las acciones populares sufrieron un cambio radical, el 
constituyente de ese año determinó convertirlas en acciones públicas, esta quizá 
podemos afirmar que es una de las características más sobresalientes de la 
norma de 1991, es sin duda su carácter garantista, con base en la cual se proveyó 
al ciudadano común de un conjunto de instrumentos judiciales propicios para la 
defensa de sus garantías mínimas, tanto a nivel individual como a nivel colectivo, 
este cambio de orientación surge en Colombia como consecuencia de la adopción 
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en nuestro sistema jurídico de los postulados filosóficos del constitucionalismo 
moderno, escuela que entre otras cosas entendió que solo es posible una defensa 
idónea de los derechos humanos de los coasociados, y la salvaguardia de la 
constitución si existen mecanismos al alcance de los ciudadanos que pongan en 
funcionamiento el órgano jurisdiccional cuando quiera que sus derechos 
constitucionales resulten vilipendiados por parte del Estado o de algún particular.  
Las acciones populares consagradas en el artículo 88 de la Constitución Política 
son uno de los mecanismos jurídicos más modernos y democráticos para hacer 
efectivos los derechos de cuarta generación o derechos colectivos. Mediante este 
mecanismo se logra que lo que antes fuera una reivindicación social y política, hoy 
sea una realidad concreta y sustancial.  
 
 
Empero, es necesario ubicar estas acciones en el contexto de una realidad, en 
ocasiones conflictiva, problemática y complejo, pero simultáneamente en 
búsqueda de la construcción de una nueva sociedad. Fenómenos éstos que no 
son ajenos al derecho.  
 
 
Ciertamente, el orden jurídico de una sociedad se ve igualmente transformado de 
acuerdo a los cambios que ella sufra; evoluciona paralelamente, sin que ello 
signifique que sea una evolución simétrica. Al fin y al cabo el orden jurídico 
responde a unas concepciones, en principio, imperantes en forma general, más no 
hegemónica ni unidimensional, en la sociedad.  
 
 
Al consagrarse en la Constitución las acciones populares, que no por ello 
novedosas en nuestro sistema jurídico, se alcanza un anhelo de una gran mayoría 
de grupos que reivindicaban un nuevo papel del derecho en la sociedad, 
permitiendo que lo colectivo hiciera también parte de los intereses jurídicos 
protegidos. Se podría decir que es el paso de una concepción puramente 
burguesa e individualista del derecho, a una idea solidaria y humana de lo jurídico. 
Ahora bien, es importante aclarar algunos puntos que llevan al planteamiento de 
esas hipótesis, por cuanto lo que se ha señalado antes, no busca ni pretende 
desconocer la importancia de las acciones populares, ni mucho menos 
generalizar, o negar que muchas acciones populares en materia ambiental han 
sido realmente trascendentales para la efectividad del derecho a la protección de 
un medio ambiente adecuado, o que han servido a los jueces para hacer 
importantísimos planteamientos que contribuyen al avance del pensamiento 
jurídico del país. Lo que se pretende, modestamente, con este escrito es generar 
una reflexión, desde la filosofía jurídica y política sobre el tema. Sobre todo, se 




Con la entrada en vigor de una serie de principios de protección ambiental, 
orientadores de la acción de los Estados y los ciudadanos en el desarrollo de sus 
actividades económicas, surge una tensión clara entre los principios ambientales, 
el desarrollo y las necesidades sociales insatisfechas. 
 
 
Ese tríptico genera una tensión en cada uno de los vértices que lo conforman para 
lograr un equilibrio que impida la parálisis de las actividades humanas, o la 
preeminencia de uno de ellos sobre los otros. 
 
 
Algunas declaraciones internacionales han logrado plasmar claramente esos 
principios, llevando las tensiones a un plano supranacional y suprapolítico. En 
efecto, el principio 3 de la declaración de Río dice:  
 
 
El desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las 
necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras  
 
 
A su vez la misa Declaración, en su principio 25 señala:  
 
 




Vemos pues, que el desarrollo hace parte esencial de las Declaraciones 
internacionales, por cuanto la protección ambiental no puede impedir ni 
obstaculizar el anhelo de la humanidad en el progreso. Igualmente, tampoco 
puede el desarrollo pretender imponer sus criterios y objetivos en detrimento del 
medio ambiente y de los recursos naturales renovables.  
 
 
Se plantea claramente una primera tensión entre desarrollo y medio ambiente, sin 
que las Declaraciones internacionales hayan dado luz sobre la forma de mantener 
un equilibrio entre uno y otro. Todo se reduce a una serie de concepciones, 
orientaciones y objetivos que son difíciles de aprehender para lograr la anhelada 
armonía entre esos dos conceptos.  
 
 
Esa tensión se hace tanto más problemática, en cuanto se traslada a los países en 
desarrollo, pues se hace necesario que, no solo, se logre el equilibrio entre 
desarrollo y medio ambiente, sino que ese objetivo no se convierta en un 
 17 
obstáculo para lograr mejores condiciones de vida en esos países. Es así como la 
conferencia de Estocolmo, en el principio 11 señala claramente que:  
 
 
Las políticas ambientales de los Estados deberían estar encaminada a aumentar 
el potencial de crecimiento actual y futuro de los países en desarrollo y no 
deberían coartar ese potencial ni obstaculizar el logro de mejores condiciones de 
vida para todos, y los Estados y las organizaciones internacionales deberían tomar 
las disposiciones pertinentes con miras a llegar a un acuerdo para hacer frente a 
las consecuencias económicas que pudieran resultar, en los planos nacional e 
internacional de la aplicación de las medidas ambientales.  
 
 
Es evidente entonces que cualquier medida ambiental genera unas consecuencias 
económicas que exigen entonces una ponderación en su adopción, para evitar 
consecuencias peores que las que se pueden derivar del desarrollo. Dicho en 
términos filosóficos, se podría afirmar que por más que se pretenda y busque 
proteger el medio ambiente, no por ello se puede sacrificar al Hombre, el 
antropocentrismo sigue guiando, como única manifestación moderna de la 




Así las cosas, el gran reto de la humanidad, y sobre todo de estos países en vía 
de desarrollo es buscar que la protección ambiental se realice sin que el 
desarrollo, necesario para la superación de las desigualdades sociales, se vea 
sacrificado en nombre de unas veces, dudosa existencia de riesgo ambiental., ya 
lo dijo Brundtland, Presidente de la Comisión Mundial del Medio ambiente y del 
Desarrollo, al afirmar que: “Lo que actualmente se necesita es una nueva era de 
crecimiento económico, un crecimiento que sea poderoso a la par que sostenible 
social y medioambientalmente”. Es justamente, el desafío que enfrentan los 
Estados al poner en práctica las políticas y normas de protección ambiental.  
 
 
En ese orden de ideas, la consagración en las Constituciones y leyes del derecho 
al medio ambiente adecuado, obedece a una necesidad de la humanidad, pero al 
mismo tiempo las Constituciones consagran el derecho al desarrollo, y el derecho 
a la dignidad humana la cual supone, condiciones de vida que solo se pueden 
lograr en la medida en que se dé el desarrollo y la protección ambiental.  
 
 
La tensión del tríptico: desarrollo, medio ambiente y condiciones de vida dignas, 
que conforma el nuevo paradigma de lo que sería la felicidad y bienestar del 
Hombre, es llevado a las normas constitucionales y legales, traduciéndolo en un 
derecho al desarrollo, derecho al medio ambiente y derecho a condiciones dignas 
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de vida. Pero ellas no toman partido por uno u otro de los conceptos convertidos 
en derechos. Dejan a los Hombres la búsqueda de ese desiderátum que es el 
equilibrio entre uno y otro, es la nueva utopía que hoy guía a las sociedades.  
 
 
En el proceso de constitucionalización se hace necesario y fundamental distinguir 
entre el derecho a un medio ambiente adecuado, y el derecho a la protección de 
un medio ambiente adecuado. El primero se produce cuando la humanidad 
reconoce la necesidad de consagrar un derecho que permita conservar nuestra 
especie, lo cual se produce mediante un orden jurídico que hace tal 
reconocimiento. Sin embargo, este reconocimiento no supone que este derecho al 
medio ambiente adecuado englobe todos los demás derechos, llevándolo todo a 
un panambientalismo, o la reconducción del todo a la unidad ambiental, y en 
nuestro caso, a su enfoque jurídico, produce confusión e inoperancia a los 
instrumentos vigentes en la actualidad. Llegar a esa totalización de lo ambiental, 
nos saca del plano jurídico y nos llevaría a planteamiento filosóficos, éticos y 
políticos, que aun cuando válidos, son ajenos a la hermenéutica jurídica.  
 
 
Por medio de una vía metajurídica, se confunde la necesidad del reconocimiento a 
un derecho al medio ambiente, con la necesidad de reconocer el derecho a la 
protección al medio ambiente. En el primer caso, basta el reconocimiento que 
hace el Estado, mediante la Constitución, del derecho a un medio ambiente 
adecuado, para que se supere esa reivindicación. Esto conlleva la necesidad 
simplemente de que el Estado tutele ese derecho para que no sea violado. 
Empero, con el razonamiento metajurídico, llegamos a una situación en la cual, 
pretendiendo reivindicar un derecho ya reconocido, lo coloquemos por encima de 
los demás derechos y rompamos el equilibrio del tríptico al cual se ha hecho 
referencia antes, confundiendo el reconocimiento de un derecho, con el derecho a 
la protección del derecho ya reconocido.  
 
 
En realidad lo que se pretende es ejercer el derecho a la protección del medio 
ambiente, lo cual se realiza frente al Estado, y es un derecho diferente al derecho 
al medio ambiente adecuado. El primero supone una exigencia para el Estado de 
protección al medio ambiente, es decir una actuación de la administración 
tendiente a hacer efectiva esa protección. Este es un principio que debe guiar al 
legislador y al juez en desarrollo de sus funciones para que pueda conservar el 
equilibrio entre los tres derechos: al desarrollo, al medio ambiente adecuado y a la 
vida digna. Es decir, si el juez se limita pretender reconocer el derecho al medio 
ambiente adecuado, está actuando dentro de parámetros metajurídicos, por 
cuanto ese derecho ya está reconocido en la Constitución, lo que debe guiar al 
juez es la necesidad de buscar el derecho que tiene la colectividad a que el 
Estado proteja el medio ambiente, para de esa forma mantener el equilibrio entre 
los tres derechos al que se hace mención antes. 
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En la sentencia C- 215 de 1999, la Corte constitucional haciendo referencia a la 
acción popular consideró que: "Dentro del marco del Estado social de Derecho y 
de la democracia participativa consagrado por el constituyente de 1991, la 
intervención activa de los miembros de la comunidad resulta esencial en la 
defensa de los intereses colectivos que se puedan ver afectados por las 
actuaciones de las autoridades públicas o de un particular. 
 
 
La dimensión social del Estado de derecho, implica de suyo un papel activo de los 
órganos y autoridades, basado en la consideración de la persona humana y en la 
prevalencia del interés público y de los propósitos que busca la sociedad, pero al 
mismo tiempo comporta el compromiso de los ciudadanos para colaborar en la 
defensa de ese interés con una motivación esencialmente solidaria. 
 
 
"Conforme al nuevo modelo de democracia, los ciudadanos no sólo participan en 
el gobierno de su país mediante la elección libre de sus representantes, sino que a 
través de diversos mecanismos de deliberación, colaboración, consulta y control 
diseñados por el constituyente, se les permite intervenir de manera activa en las 
decisiones que los afectan e impulsar la acción de las autoridades en el propósito 
común de asegurar el cumplimiento de los fines del Estado. 
 
 
"Esa participación tiene entonces, dos dimensiones : una, política, relativa a la 
participación en el ejercicio del poder político y a las relaciones entre el ciudadano 
y el Estado; y otra social, en cuanto le otorga al ciudadano la oportunidad de 
representar y defender intereses comunitarios. Principios y valores como los de la 
solidaridad, la prevalencia del interés general y la participación comunitaria 
presiden la consagración en nuestra Carta Fundamental, no sólo de nuevas 
categorías de derechos, sino también, de novedosos mecanismos de protección y 
defensa del ciudadano.  
 
"…La constitucionalización de estas acciones obedeció entonces, a la necesidad 
de protección de los derechos derivados de la aparición de nuevas realidades o 
situaciones socio-económicas, en las que el interés afectado no es ya particular, 
sino que es compartido por una pluralidad más o menos extensa de individuos. 
Las personas ejercen entonces, verdaderos derechos de orden colectivo para la 
satisfacción de necesidades comunes, de manera que cuando quiera que tales 
prerrogativas sean desconocidas y se produzca un agravio o daño colectivo, se 
cuente con la protección que la Constitución le ha atribuido a las acciones 





De la misma forma, el Consejo de Estado en la sentencia AP-099 con ponencia 
del Magistrado Germán Rodríguez Villamizar al referirse a la naturaleza jurídica de 
esta acción consideró que: "Las acciones populares consagradas en el inciso 
primero del artículo 88 de la Constitución Política y reglamentada por la Ley 472 
de 1998, tienen como finalidad la protección de los derechos e intereses 
colectivos, cuando éstos resulten amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas o de los particulares. Cabe señalar que tales derechos e 
intereses colectivos, no son únicamente los relacionados con el patrimonio, el 
espacio, la seguridad, y salubridad públicos, la moralidad administrativa, el 
ambiente, la libre competencia económica, ni tampoco los enunciados en el 
artículo 4º de la Ley 472 de 1998, sino también los definidos como tales en la 




Ahora bien, aunque este mecanismo de defensa judicial busque la protección de 
los derechos e intereses colectivos, no quiere decir que pueda ejercerse para 
lograr la reparación, bien sea individual o plural, del daño que ocasione la acción u 
omisión de las autoridades o de los particulares, por cuanto para ello el 
constituyente y el legislador han previsto otro tipo de acciones, como por ejemplo, 
las acciones de grupo o de clase, del artículo 88 constitucional, desarrolladas en la 
Ley 472 de 1998, y la acción de reparación directa del artículo 86 del Código 
Contencioso Administrativo. La naturaleza de las acciones populares por tanto es 
preventiva, y por lo anterior, el inciso 2° del artículo 88 de la Ley 472 de 1998 
establece que éstas "se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible". 
 
 
1.3.1. Ley 472 de 1998 
 
 
Con una mora de siete (7) años el legislador reglamentó por medio de la ley 472 
de 1998 las acciones populares y las de grupo; en esta ley se tratan tanto los 
aspectos sustanciales como procedimentales de las acciones populares. 
 
 
La ley 472 de 1998 en sus 86 artículos, permite el ejercicio ciudadano de las 
acciones judiciales en defensa de los derechos e intereses colectivos ante 
agresiones o amenazas, tanto por parte de particulares como de las autoridades 




Cabe destacar que la interpretación de los derechos e intereses protegidos por las 
Acciones Populares se observarán y aplicarán conforme a la Constitución, las 
leyes y los tratados internacionales que vincula a Colombia. 
 
 
Un gran logro de la Constitución de 1991 fue propiciar un cambio de mentalidad 
del juez sobre la   sociedad.  El Juez   de hoy es diferente y ha ido cambiando a 
medida que se ha  enriquecido la jurisprudencia y la doctrina ante  la aplicación de 
la norma.  
 
 
Hoy las Acciones Populares son el mecanismo de protección de  los derechos 
colectivos y por eso el Juez frente a las Acciones Populares y de Grupo, pero 
sobre todo frente a las Acciones Populares tiene que ser un juez diferente; un 
creador de derecho; un analista social, un intérprete de la realidad social.  
¿Podrán los jueces que conocen de la acción popular por el Programa de 
arborización de una ciudad, decir que de una u otra manera eso no los toca? No 
olvidemos, que el juez,  de oficio, debe ejecutar el cumplimiento de la sentencia. 
Es que por eso, que son intereses difusos y en ese sentido, hay que entender que 
el Juez de las Acciones Populares es un Juez con intereses. 
 
 
Las Acciones Populares pusieron a los jueces a ejercer la política, entendida como 
forma de relacionarse con el poder, porque el ciudadano colombiano no se limita a 
que  lo gobiernen, ya el no dice señor Juez, señor Presidente yo soy sujeto pasivo 
de su Política.  Hoy el ciudadano cuestiona la política.  Por eso existen Acciones 
Populares que controvierten la privatización de las empresas, que cuestionan lo 
relacionado con el tratamiento ambiental, y eso es política.   
 
 
En consecuencia, el Juez en las Acciones Populares no hace juicios de legalidad 
sino de conveniencia.  Lo que el juez debe mirar en una Acción Popular es si está 
efectuando o no el derecho o intereses colectivos, pero no de una manera 
arbitraria o subjetiva. En virtud de los amplios poderes que doto la ley al juez éste 
debe interpretar la conciencia social, el interés colectivo. 
 
 
1.3.2. Derechos e Intereses Colectivos  
 
 
Con relación a este tópico podemos esbozar que la norma en comento artículo 4 
enumera como derechos e intereses colectivos los siguientes: 
 
 
a) El goce de un ambiente sano; 
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b) La moralidad administrativa; 
c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de 
los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, 
la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas 
situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad 
relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente; 
d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso 
público; 
e) La defensa del patrimonio público; 
f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; 
g) La seguridad y salubridad públicas; 
h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública;  
i) La libre competencia económica; 
j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; 
k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, 
biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos 
nucleares o tóxicos; 
l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; 
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia 
al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; 
n) Los derechos de los consumidores y usuarios. 
 
 
Sin embargo, la misma disposición enseña que la lista derechos colectivos 
presentadas no es taxativa y por el contrario deben entenderse incluidos en ella 
todos aquellos derechos colectivos que sean reconocidas por las normas supra e 
infra constitucionales, como el derecho a la accesibilidad de las personas 
discapacitadas. 
Pero esta misma norma nos da una visión global de los derechos colectivos, ya 
que conjuga en el mismo artículo las tres especies de derechos colectivos 
existentes como son: 
 
 
a) los intereses difusos. Que son aquellos que unen a unos interesados 
indeterminados, por una misma situación de facto (como por ejemplo, el derecho a 
un medio ambiente sano, la seguridad y salubridad pública), 
b) los intereses individuales homogéneos. En los que existen entre determinados 
interesados derivados de una misma situación de facto, (como por ejemplo 




c) los intereses colectivos en sentido estricto, son aquellos que surgen de 
compartir una misma relación jurídica (como los derechos de las comunidades 
negras e indígenas). 
 
 
En lo estrictamente procesal, la ley 472 de 1998, expresa que las acciones 
populares proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de 
los particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses 
colectivos, pero en el artículo 15 de dicha normatividad se da el fundamento legal 
para que las mismas acciones puedan ser incoadas contra actos administrativos al 
otorgársele a la jurisdicción de lo contencioso administrativo el conocimiento de los 
procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las acciones populares 
originadas en actos, acciones u omisiones de las entidades públicas y de las 
personas privadas que desempeñen funciones administrativas, de conformidad 
con lo dispuesto en las disposiciones vigentes sobre la materia. 
 
 
Esta tesis ha sido sostenida y aceptada por nuestro Consejo de Estado así en la 
sentencia AP- 194 de 2001 la sección quinta con ponencia del doctor Darío 
Quiñones Pinilla consideró que: "…procede la acción popular para proteger los 




También se debe destacar que en caso de que el accionado sea una autoridad 
pública no será necesario interponer previamente los recursos administrativos 
como requisito para intentar la acción popular, y que tampoco se trata de una 
acción de carácter residual como la acción de tutela, ya que procede aunque 
existan otras acciones para la defensa de dichos derechos. 
 
 
En relación con la legitimación para ser actor popular la ley la titularidad de la 
misma a toda persona natural o jurídica; las organizaciones No Gubernamentales, 
las Organizaciones Populares, Cívicas o de índole similar; las entidades públicas 
que cumplan funciones de control, intervención o vigilancia, siempre que la 
amenaza o vulneración a los derechos e intereses colectivos no se haya originado 
en su acción u omisión; el Procurador General de la Nación, el Defensor del 
Pueblo y los Personeros Distritales y municipales, en lo relacionado con su 
competencia; y a los alcaldes y demás servidores públicos que por razón de sus 
funciones deban promover la protección y defensa de estos derechos e intereses. 
Esta lista de legitimados que es bastante generosa suscitó mucha controversia en 
un principio debido a que algunos tribunales y algunas secciones del consejo de 
estado consideraban que era necesario vivir en la localidad donde se presentaba 
la violación y/o amenaza al derecho colectivo para que se pudiera predicar la 
legitimidad del actor; sin embargo, todas esas dudas fueron disipadas por el 
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Consejo De Estado en la sentencia AP- 221 de diciembre de 2001 con ponencia 
del Honorable Magistrado Alier Eduardo Hernandez Enríquez, introdujo dentro de 
la doctrina jurisprudencial de las acciones populares la teoría de la legitimación por 
sustitución al considerar que: "no hay que olvidar que los derechos colectivos son 
aquellos que se identifican precisamente por la inidoneidad de su objeto a ser 
considerado en el ámbito exclusivamente individual, bien por su naturaleza misma 
o bien porque así se desprende del desarrollo normativo que se haya hecho sobre 
ellos, sin perjuicio de que, ciertamente, se refieran al sujeto, pero no como 
individuo, sino como miembro de la comunidad de referencia –la cual puede 
coincidir con la generalidad de los ciudadanos-. 
 
 
Son derechos que, intrínsecamente, deben poseer la virtualidad de comprometer 
en su ejercicio a toda la sociedad. Se trata de derechos que responden a la 
urgencia de satisfacer necesidades colectivas y sociales, y que son ejercidos por 
los miembros de los grupos humanos de una manera idéntica, uniforme y 
compartida. Obviamente, porque no hay otra opción, quienes ejercen los derechos 
colectivos son los individuos, pero, por una parte, no lo hacen de manera exclusiva 
y excluyente, y, por otra, no lo hacen por ser sus titulares directos, sino porque 
pertenecen a la comunidad que se identifica por el respectivo interés. Ahora bien, 
ya lo ha aclarado esta corporación en otras ocasiones, la existencia de un interés 
colectivo determinado no excluye la posibilidad de que cada miembro de la 
colectividad que es titular de dicho derecho, sea titular de un derecho particular 




Sin embargo, la titularidad de un derecho no puede deducirse de las 
consecuencias de su afectación. En otros términos no puede identificarse primero 
el perjudicado con la violación de un derecho y luego identificarlo como su titular, 
como si la titularidad de un derecho surgiera con su vulneración, pues ello conlleva 
errores graves como el de afirmar que el titular de un derecho colectivo es el 
individuo que resultó lesionado con ocasión de la vulneración del mismo. 
Entonces, es cierto que con la vulneración de un derecho colectivo resulta 
comprometido el bienestar de los individuos que pertenecen a la comunidad de 
referencia, es cierto también que existen derechos colectivos de titularidad 
altamente difundida, como el derecho a un medio ambiente sano, en los cuales la 
comunidad de referencia puede ser, incluso, toda la humanidad, pero esos hechos 
no deben generar confusiones respecto de la legitimación para ejercer la acción 
popular: la titularidad del derecho a ejercer dicha acción nada tiene que ver con la 
del derecho colectivo comprometido, y mucho menos, con las personas 






El carácter público de la acción popular supone una legitimación por sustitución 
que se deriva de la función social de esa institución: Lo primero que debe 
explicarse es que en este tipo de acciones hay un ente que lleva el problema al 
juez, y otro, distinto, que es la colectividad, titular de los derechos colectivos 
comprometidos en el caso. Ello lleva a la segunda cuestión: ¿a qué titulo actúa el 
primero? La respuesta, siguiendo al profesor Silguero, está en la legitimación por 
sustitución, en la que "un sujeto (sustituto), actuando en su propio nombre e 
interés, pretende en el proceso la tutela jurisdiccional de un derecho o interés 
legítimo de otro sujeto (sustituido)" 
 
 
El primero, aclara el mencionado autor, no actúa para él mismo, sino para la 
comunidad que es titular del interés difuso comprometido. En definitiva, dice, "lo 
que se produce es un desplazamiento de la legitimación". Así lo ha previsto 
nuestro legislador al disponer que cualquiera pueda ejercer la acción, sin hacer 
más precisiones. Lo dicho tiene un fundamento que supera o sale del derecho 
procesal y que se refiere, como se anunció, a la función social y política de la 
acción popular.  
 
 
Por eso, dado que, por una parte, la acción popular tiene efectos por fuera del 
proceso consistentes en la legitimación del sistema -objeto de la función pública 
de la sociedad- y, que, por otra, el ejercicio de la acción popular es una manera 
eficaz de participación -derecho y deber de todos-, cualquiera puede y, en teoría, 
debe ejercer la acción mencionada cuando encuentre que se amenaza o vulnera 
un derecho colectivo". 
 
 
Ahora bien, la acción popular es un mecanismo de protección de los derechos 
colectivos tal como lo establece el 2 de la ley 472 de 1998:  
 
Acciones populares. Son los medios procesales para la protección de los derechos 
e intereses colectivos.  
 
 
Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 








El artículo 9 de la misma ley dice:  
 
 
Las acciones populares proceden contra toda acción u omisión de las autoridades 




A su vez, el artículo 4 ídem, que trata sobre los derechos e intereses colectivos, en 
materia ambiental, los enuncia de la siguiente forma:  
 
 
A) El goce de un ambiente sano de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias;  
 
 
C) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución.  
 
 
Si se hace una lectura sistemática y desprevenida de las normas citadas, se 
observa a todas luces que el objetivo de la acción popular es que se proteja el 
derecho a la protección del medio ambiente, no que se reconozca el derecho a un 
medio ambiente adecuado. Es clara la ley en señalar que ese medio procesal, se 
dirige contra la acción u omisión de la autoridad o de los particulares, que violen o 
amenacen violar el derecho a los intereses colectivos, los cuales están enunciados 
en función de su uso, goce y aprovechamiento, que permita alcanzar el desarrollo.  
Esto supone entonces, que el juez lo que debe evaluar es si se han tomado o no 
acciones tendientes a proteger el medio ambiente, y en caso de haberse hecho 
proceder a reconocer la necesidad de proteger el derecho colectivo, que no es 
otro que el derecho a la protección del medio ambiente. No puede el juez, so 
pretexto de una acción popular buscar reconocer un derecho al medio ambiente, 
pues ello ya se ha hecho, hacerlo conduciría a lo que se ha llamado por la doctrina 
el panambientalismo, o lo que podríamos denominar el englobe de todos los 
demás derechos dentro del derecho al medio ambiente, o simplemente lo que en 
otras latitudes se denomina militancia jurídica.  
 
 
Para corroborar este planteamiento sobre la naturaleza de las acciones populares, 
vale la pena citar el fallo de la Corte Constitucional C 215 de abril 14 de 1999, en 




(...) Se trata de un mecanismo de protección de los derechos colectivos 
preexistentes radicados para efectos del reclamo judicial en cabeza de quien 
actúa a nombre de la sociedad (...)î. (Negrillas fuera de texto).  
 
 
Es contundente la Corte en reconocer la preexistencia de los derechos a un medio 
adecuado, y su diferencia con el derecho de protección, uno de cuyos 
mecanismos de defensa es la acción popular.  
 
 
Si bien es cierto, que no es fácil encontrar esa frontera, también lo es que es un 
imperativo del Estado Social de Derecho, pues de no hacerse se fractura el 
equilibrio de los poderes, por cuanto el juez se convierte en creador de derecho, 











































El medio ambiente pertenece a los derechos colectivos  o de tercera generación, 
del cual hace parte el derecho a la paz, el derecho al patrimonio común de la 
humanidad y el derecho al desarrollo de los pueblos. 
 
 
Sin embargo, es un equívoco hablar hoy de clasificación de los derechos humanos 
en generaciones,  pues  a partir de la declaración de Viena en 1993, las Naciones 
Unidas, determinaron que los derechos humanos son indivisibles, 
interdependientes y universales.  En esta forma el medio ambiente adquiere la 
misma categoría de derechos como la vida o la dignidad humana. Por lo tanto, 
cuando se causan daños que afecten el derecho colectivo al medio ambiente sano 
se está vulnerando los derechos humanos. 
 
 
Si bien el Derecho al Medio Ambiente Sano no se encuentra consagrado en la 
Constitución como un Derecho fundamental de protección inmediata sino como 
derecho e interés colectivo, la Corte Constitucional en repetidas sentencias de 
tutela ha expresado que se debe proteger el Derecho a un Medio Ambiente Sano 
por medio de la Acción de Tutela cuando su vulneración se encuentra en 
conexidad con un derecho fundamental de aplicación inmediata. 
 
 
En el plano internacional se discute si el derecho al medio ambiente debe estar o 
no consagrado como derecho fundamental y dotado de una protección especial o 
simplemente debe gozar de tal protección especial cuando se encuentre en 
conexidad con otro derecho fundamental. Este principio se ha desarrollado en 
Colombia en diversas oportunidades. 
 
 
Un ejemplo de ello es la Sentencia T- 574 de 1996 de la Corte Constitucional que 
manifestó: “El desarrollo sostenible es un proceso para mejorar las condiciones 
económicas, sociales y mantener los recursos naturales y la biodiversidad; la 
sostenibilidad cultural exige que el desarrollo sea compatible con la cultura y los 
valores de los pueblos afectados y la sostenibilidad económica que pretende que 




Sentencia T- 451 
 
 
La importancia del Derecho al medio ambiente ya ha sido señalada por esta 
Corporación la cual lo reconoció luego como un derecho fundamental, y puso de 
presente la necesidad de crear mecanismos eficaces de protección pues el 
deterioro del ambiente está generando nefastas consecuencias en nuestro 
sistema y amenaza gravemente la supervivencia de la especie. Al respecto se dijo: 
 
 
"La protección del medio ambiente no sólo incumbe al Estado, sino a todos los 
estamentos de la sociedad; es un compromiso de la presente generación y de las 
futuras. El restablecimiento de las condiciones mínimas del ecosistema no sólo 
garantiza la vida actual, sino la de las próximas generaciones". 
 
 
Sentencia T- 536: A. El medio ambiente como derecho constitucional fundamental.  
 
 
1. Antecedentes:  
 
 
La Protección al medio ambiente y los recursos naturales se estudió en forma 
exhaustiva en la Asamblea Nacional Constituyente, debido a la incidencia de estos 
factores en la salud del hombre y por consiguiente en su vida. 
 
 
"La protección al medio ambiente es uno de los fines del Estado Moderno, por lo 
tanto toda estructura de éste debe estar iluminada por este fin, y debe tender a su 
realización."1 Uno de los cambios introducidos a la nueva Constitución fue la 
concientización de que no solo al Estado es a quien le corresponde la protección 
del medio ambiente sino que se exige que la comunidad de igual manera se 
involucre en tal responsabilidad. 
 
 
"La crisis ambiental es, por igual, crisis de la civilización y replantea la manera de 
entender las relaciones entre los hombres. Las injusticias sociales se traducen en  







2.2. La Constitución de 1991, el medio ambiente y la salud  
 
 
La Carta consagra la obligación del Estado de proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación. Así mismo ello obliga a los particulares, pues le atribuye a 
la propiedad privada una función ecológica, y sobre todo porque figura dentro de 
los deberes de la persona y del ciudadano el proteger los recursos naturales del 
país y velar por la conservación de un ambiente sano (artículos 8o., 58, 79, 80, 81 
y 95 numeral 8° de la Constitución Nacional). 
 
 
De tal manera que quedó consagrado en la Constitución el derecho de todos a 
gozar de un ambiente sano. En efecto, dice así artículo 79 de la Constitución: 
 
 
"Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 




Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar 
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 
de esos fines". 
 
 
Es por esto que el Estado deberá proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación 
para el logro del mejoramiento de la calidad de vida de la población, siendo el 
objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, educación, de saneamiento ambiental y agua potable (artículos 79 y 366 
de la Constitución Nacional). 
 
 
El saneamiento ambiental es un servicio público a cargo del Estado; por lo tanto le 
corresponde organizarlo, dirigirlo y reglamentarlo, conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad; deberá entonces el Estado prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y 









2.3. El carácter de derecho fundamental 
 
 
En la Asamblea Nacional Constituyente se habló del medio ambiente como 




"La carta de derechos que se discute en la comisión primera, consigna el derecho 
que toda persona tiene como un derecho fundamental del hombre y del medio 
ambiente consagrado no sólo como un problema social -de derecho social-, sino 
como un derecho fundamental en la parte de los derechos del hombre".3 
 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia T-415 dijo: 
 
 
"El derecho al medio ambiente y en general, los derechos de la llamada tercera 
generación, han sido concebidos como un conjunto de condiciones básicas que 
rodean al hombre, que circundan su vida como miembro de la comunidad y que le 
permiten la supervivencia biológica e individual, además de su desempeño normal 
y desarrollo integral en el medio social. De esta manera deben tenerse como 
fundamentales para la supervivencia de la especie humana".4 
 
 
Así mismo la Corte Constitucional, en Sentencia T- 411 expuso: 
 
 
"De la concordancia de estas normas (normas constitucionales del medio 
ambiente la salud y la vida), e inscritas en el marco de derecho a la vida, de que 
trata el artículo 11 de la Carta, se deduce que el ambiente es un derecho 




En el ámbito internacional se ha discutido si el derecho al medio ambiente es o no 
un derecho fundamental. Así, en la Declaración de Estocolmo sobre el Ambiente 
Humano, se afirmó: 
 
 
"El hombre tiene derecho fundamental a la libertad, la igualdad y adecuadas 
condiciones de vida, en un medio ambiente de una calidad que permita una vida 




Entre los pactos que ha ratificado Colombia, sobre la conservación del medio 
ambiente, los cuales en virtud del artículo 93 de la Carta tienen rango supralegal 
en el orden interno, tiene relación con este caso en particular el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado mediante 
la Ley 74 de 1968, que establece, en el artículo 12, lo siguiente: 
 
 
"1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
 
 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 
 
 
b) el mejoramiento en todos sus aspectos ... del medio ambiente". 
 
 
La legislación ambiental en Colombia ha evolucionado de acuerdo a los cambios 
económicos, políticos y científicos que han ocurrido en la posición del hombre y de 
la sociedad frente al aprovechamiento y conservación de la naturaleza y del 
"habitat" que ha construido. Para esta Corte, entonces, no cabe duda que el 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado es un derecho Constitucional 
fundamental, pues su violación atenta directamente contra la perpetuación de la 
especie humana y, en consecuencia, con el derecho más fundamental del hombre: 
la vida. El derecho a la salud y a la vida son derechos fundamentales porque son 
esenciales al hombre, la salud se encuentra ligada al medio ambiente que le rodea 
y que dependiendo de las condiciones que éste le ofrezca, le permitirá 








a) El Derecho Constitucional de todas las personas al disfrute de un Ambiente 
Sano está consagrado expresamente en el artículo 79 de la Carta bajo el título de 
los Derechos Colectivos y del Ambiente; además, este derecho aparece 
relacionado en la lista enunciativa que establece el inciso primero del artículo 88 
de la misma Carta, como objeto de las Acciones Populares con fines concretos. 
En estas condiciones, los citados enunciados normativos del inciso segundo del 
artículo 88 de la Carta, prescriben con claridad que en cuanto entidad jurídica 
autónoma, el derecho específico al goce de un Ambiente Sano, está garantizado 
judicialmente por virtud de un instrumento procesal específico y directo de carácter 
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principal y de naturaleza también autónoma, conocido como las acciones 
populares y en caso de daño subjetivo pero plural por virtud de las acciones de 
grupo o de clase, amén de las vías judiciales ordinarias y de los casos especiales 
de responsabilidad objetiva que establezca la ley. 
 
 
b) Como aspecto preliminar se detiene esta Corporación en advertir que el 
Derecho a la Conservación y al Disfrute de un Medio Ambiente Sano y de la 
promoción y preservación de la calidad de la vida, así como la protección de los 
bienes, riquezas y recursos ecológicos y naturales, es objeto de grandes 
reflexiones y preocupaciones que sólo recientemente han hecho aparición plena 
en el Derecho Constitucional y en el Derecho Internacional. 
 
 
Es evidente que hoy en día, para determinar los grandes principios que deben 
regir la vida de las sociedades organizadas y en camino de evolución, ya no puede 
ignorarse la necesidad de proteger el medio ambiente y de dar a las personas los 
derechos correlativos; en este sentido se tiene que después del año de 1972 en el 
que se adoptó la Declaración de Estocolmo sobre medio ambiente humano, se ha 
reconocido en vasta extensión el valor que debe otorgarse a su protección. 
Además, en este proceso, y en sus variantes, el camino recorrido muestra que no 
sólo se incorporó dicho principio general como valor constitucional interno que se 
proyecta sobre todo el texto de la Carta, sino que aquel produjo grandes efectos 
de irradiación sobre las legislaciones ordinarias de muchos paises. También, 
después de aquella fecha son varias las naciones que lo incorporaron en sus 
textos constitucionales, ya como un derecho fundamental, ora como un derecho 
colectivo de naturaleza social. 
 
 
Esta consagración permite, además, al Poder Ejecutivo, a la Administración 
Pública y a los jueces colmar lagunas y promover su expansión ante situaciones 
crónicas o nuevas; en este mismo sentido, el crecimiento y las crisis de la 
economía de gran escala industrial y la expansión del conocimiento sobre la 
naturaleza y la cultura ha favorecido el incremento de técnicas, medios, vías e 
instrumentos gubernativos, administrativos y judiciales de protección del Derecho 
al Medio Ambiente Sano. En este sentido se observa que la Carta Fundamental de 
1991, también establece como servicio público a cargo del Estado y como 
específico deber suyo, la atención al saneamiento ambiental, que debe obedecer a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
 
 
d) En nuestro régimen jurídico y a nivel legislativo, encontramos como nota 
destacable y como ejemplo para todas las naciones del mundo, las nociones y las 
vías de protección administrativa o policiva que incorporó el Código de Recursos 
Naturales expedido en 1974 (Ley 23 de 1973 y Decreto 2811 de 1974 y sus 
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reglamentarios, los decretos 02 de 1982 y 2206 de 1983 sobre contaminación del 
aire), en los que se da un tratamiento extenso y riguroso a este tema; también 
cabe destacar las previsiones que trae la Ley de Reforma Urbana (Ley 9a. de 
1989 art. 8o., Decreto 2400 de 1989 arts. 5o. y 6o.), en materia de la protección 
del medio ambiente y la extensión de las acciones populares de que se ocupa el 
artículo 1005 del Código Civil a dicho fin. 
 
Además, se encuentran las disposiciones correspondientes a la Ley 9a. de 1979 
que establece el Código Sanitario Nacional y que regula el tema de la 
contaminación y de la protección del ambiente en lo que se relaciona con el 
bienestar y la Salud Humana, en especial las que regulan el tema de los residuos 
sólidos y su almacenamiento a campo abierto y el de las emisiones atmosféricas. 
Igualmente, cabe tener en cuenta para los efectos del examen de los elementos 
de derecho que se refieren a la situación jurídica planteada por la petición de 
tutela de la referencia, que el Decreto 2655 de 1988 "Por el cual se expide el 
Código de Minas", establece en sus artículos 246 a 250 las principales reglas para 
regular el tema de la Conservación del medio ambiente, en especial el Artículo 248 
que dice textualmente lo siguiente: 
 
 
"El Ministerio de Minas y Energía es el organismo competente para ejercer la 
vigilancia y control de la forma como se realicen la utilización, conservación y 
restauración de los recursos naturales renovables y del medio ambiente de las 
actividades mineras. Las demás autoridades de cualquier orden, deberán poner en 
conocimiento de ese Despacho cualquier obra o labor minera, que implique el uso 
indebido de los mismos, y tomarán las medidas preventivas provisionales a que 
estén facultados por las leyes, para evitar y contrarrestar situaciones de peligro o 
daño a las personas y a los bienes públicos o privados que tal uso pueda causar" 
Además, es deber del Ministerio de Minas y Energía tomar las providencias que 
eviten o mitiguen los daños causados por la actividad minera a los recursos 
naturales renovables y del medio ambiente, sea de oficio, a petición de parte o de 
las autoridades y en coordinación con éstas (art. 249). Estas precisiones de 
carácter normativo son fundamento de las consideraciones que conducen a la 
decisión que se habrá de tomar en la parte resolutiva de esta providencia, porque 
sientan las bases de la relación entre la violación a un derecho constitucional de 
carácter colectivo como lo es el de Gozar de un Medio Ambiente Sano y un 
Derecho Constitucional Fundamental como lo es el Derecho a la Vida y a la 
Integridad Física de las personas; ademas, dichas normas establecen 
determinadas responsabilidades de carácter ineludible por parte de los 
organismos del Estado en cuanto a los derechos que hoy, bajo el amparo de la 





e) De otra parte, a juicio de la Corte Constitucional aquella Acción Popular 
consagrada en el artículo 1005 del C.C., puede ahora, con sobradas y explícitas 
razones constitucionales, ser interpretada y desarrollada por los jueces en los 
casos concretos de controversia sobre los bienes y derechos públicos y colectivos 
para asegurar su amparo judicial específico y concreto, inclusive sobre el 
Ambiente. 
 




"Ley 9a. de 1989  
 
 
"Artículo 8o. Los elementos constitutivos del espacio público y el medio ambiente 
tendrán para su defensa la acción popular consagrada en el artículo 1005 del 
Código Civil. Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública 
o privada, para la defensa de la integridad y condiciones de uso, goce y disfrute 
visual de dichos bienes mediante la remoción, suspensión o prevención de las 
conductas que comprometieren el interés público o la seguridad de los usuarios. 
"El incumplimiento de las ordenes que expida el juez en desarrollo de la acción de 
que trata el inciso anterior configura la conducta prevista en el artículo 184 del 
Código Penal de ’fraude a resolución judicial’. 
 
 
"La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá 
interponerse en cualquier tiempo, y se tramitará por el procedimiento previsto en el 
núm. 8 del artículo 414 del Código de Procedimiento Civil." "Decreto 2400 de 1989 
"Artículo 5o. Para efectos del artículo 8o. de la Ley 9a. de 1989, se entiende por 
usuario del espacio público y del medio ambiente cualquier persona pública o 
privada que haga uso o pueda llegar a hacer uso de un determinado espacio 




"Artículo 6o. La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil, podrá 




"Para determinar el Juez competente, se tendrá en cuenta el carácter público o 
privado de la persona demandada." Pero además, el artículo 994 del Código Civil, 
en concordancia con los artículos 988 y 993 del mismo Estatuto, establece la 
denominada acción judicial o de querella contra obra nueva o antigua que puede 
ser ejercitada, sin que medie prescripción alguna por el que tema que una obra ya 
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hecha corrompe el aire y lo hace conocidamente dañoso. Esta es una típica 




Obviamente, este es el resultado de una actividad interpretativa que puede y debe 
tener lugar en su sede judicial natural, mucho más ahora bajo las luces que irradia 
la nueva Carta sobre la función garantizadora de los jueces con fundamento en la 
prevalencia de los derechos constitucionales de las personas. 
 
 
No sobra advertir con carácter indicativo que la legislación penal colombiana 
también establece un sólido cuerpo de disposiciones de carácter punitivo y 
represor, que se se ocupa de la protección judicial de algunos bienes jurídicos 
relacionados con el Derecho Constitucional a Gozar de un Ambiente Sano, así: 
 
 
- En el título de los delitos contra la seguridad pública se establece como delitos el 
incendio (art. 189); el daño a obra de defensa común destinada a la captación, 
conducción, embalse, almacenamiento, tratamiento o distribución de aguas (art. 
190); el provocar inundación o derrumbe (art. 191), la perturbación de los servicios 
de energía y combustible (art. 196); la tenencia, fabricación y tráfico de sustancias 
u objetos explosivos inflamables, asfixiante, tóxico, corrosivo o infeccioso (art. 
197); el empleo de los mismos contra personas o edificios, o medio de 
locomoción, o su uso en lugar público o abierto al público (art. 198); la violación o 
medida sanitaria (art. 293); la propagación de epidemia (art. 204); la 
contaminación, envenenamiento o alteración de agua (art. 205); la corrupción de 
alimentos y medicinas (art. 206). 
 
 
- En el título de los delitos contra el orden económico social también se establecen 
como punibles la explotación, transporte, comercio o beneficio ilícito de los 
recursos naturales (art. 242); la ocupación ilícita de parques y zonas de reserva 
forestal (art. 243); explotación ilícita de yacimiento minero (art. 244); la 
propagación de enfermedad sobre los recursos naturales (art. 245); la destrucción 
el daño o la afectación de los recursos naturales (art. 246) y la contaminación 
ilícita del ambiente (art. 247) 
 
 
f) Ahora bien, la Carta de 1991 es explícita en adoptar el modelo que consagra el 
"Derecho al Goce de un Ambiente Sano", no como un derecho constitucional 
fundamental, sino como un derecho y un interés constitucional de carácter 
colectivo; en este sentido la Acción de Tutela, cuyos fundamentos se examinan 
más arriba, no es procedente para obtener de manera autónoma su protección , 
pues, como se vio, aquella procede para obtener el amparo específico de los 
 37 
derechos constitucionales fundamentales y no el de otros derechos que, como los 
colectivos, deben perseguirse judicialmente por virtud del ejercicio de las Acciones 
Populares o de las Acciones de Clase o de Grupo en los términos de su regulación 
legal, salvo las hipótesis de la protección indirecta o consecuencial que se explicó 
más arriba y que ahora se reiteran. 
 
Así, se señala de modo indubitable que este Derecho Constitucional Colectivo 
puede vincularse con la violación de otro Derecho Constitucional de rango o 
naturaleza fundamental como la salud, la vida o la integridad física entre otros, 
para obtener, por vía de la tutela que establece el artículo 86 de la Constitución 
Nacional, el amparo de uno y otro derechos de origen constitucional, pues en 
estos casos prevalece la protección del Derecho Constitucional Fundamental y es 
deber del juez remover todos los obstáculos, ofensas y amenazas que atenten 
contra éste. Igualmente, tampoco es un obstáculo para la procedencia de la 
Acción de Tutela.  
 
 
La Acción de Tutela de origen constitucional, busca la garantía e inmediata 
protección de los derechos fundamentales particulares.  
 
 
A pesar de ser un mecanismo creado para el amparo de los derechos 
fundamentales particulares, "a partir de 1991, la Acción de Tutela ha abierto un 
espacio importante para la defensa de los derechos colectivos al iniciarse la 
reflexión sobre los derechos de tercera generación, su contenido e importancia 
para el país y para el mundo y la conexidad que en muchos de los casos 
analizados por los jueces de tutela, existe entre los derechos fundamentales y los 
derechos colectivos".  
 
 
Por vía de interpretación jurisprudencial, los jueces de tutela han protegido el 
derecho a un ambiente sano, en conexión con otro derecho fundamental, por 















3. OTROS MECANISMOS DE PROTECCIÓN AMBIENTAL 
 
 
3.1. Mecanismos Ambientales de Participación Ciudadana 
 
 
La legislación colombiana ha dotado a la comunidad de unos mecanismos de 
participación ambiental que se podrían clasificar en: normativos y legislativos, de 
gestión y control administrativo, y de control judicial. 
 
Los normativos buscan regular los principios de protección y uso sostenible de los 
recursos naturales; tienen su desarrollo a través de la iniciativa popular legislativa 
y normativa, el referendo, la revocatoria del mandato, y el voto programático. 
 
 
El mecanismo de gestión y control administrativo busca involucrar al ciudadano en 
las decisiones que tomen las autoridades en relación con el ambiente.  
 
 
La participación ciudadana en la planeación, evaluación y control administrativo se 
prevé en una serie de normas constitucionales y legislativas, todas ellas buscan 
involucrar a la ciudadanía y a las organizaciones de la sociedad civil en el efectivo 
control de sus derechos. La más característica de ellas es la participación prevista 
en la Ley 99 de 1993, en donde se consagra el derecho de todo ciudadano o 
entidad pública o privada a participar en las actuaciones administrativas 
relacionadas con la expedición o modificación de licencias ambientales.  
 
 
El mecanismo de control judicial tiene que ver con las acciones judiciales de 
origen constitucional y legal estipuladas para defender los derechos 
fundamentales y colectivos consagrados en la constitución. Las acciones de 
origen constitucional son: La Acción de Tutela; Las Acciones Populares; éstas con 
existencia legal antes de la constitución del 91; y Las Acciones de Cumplimiento. 
 
 
La acción de cumplimiento está consagrada en el artículo 87 de la Constitución 
como una acción pública y tiene el poder de provocar una sentencia que siempre 
será favorable a los intereses sociales. 
 
 
La Acción de Cumplimiento Ambiental se consagró en la Ley 99 de 1993 en su 
título XI y tiene por objeto hacer efectivo el cumplimiento de leyes o actos 










Como vemos las acciones populares pueden ser promovidas por cualquier 




a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su 
petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; 
d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública 
presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; 
e) Las pruebas que pretenda hacer valer; 
f) Las direcciones para notificaciones; 
g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. 
Si alguno de ellos faltare al momento de presentarse la demanda el juez o tribunal 
deberá inadmitir la demanda precisando los defectos de que adolezca para que el 
demandante los subsane en el término de tres (3) días. Si éste no lo hiciere, el 
juez la rechazará. 
 
 
En cuanto al procedimiento a seguir la ley contempla un procedimiento único para 
las acciones populares sin importar que la acción sea impetrada en sede civil o 
contencioso administrativa, procedimiento que podemos explicar así: 
 
 
En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al 
demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un 
medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta 
de los eventuales beneficiarios. 
 
 




Cuando se trate de entidades públicas, el auto admisorio de la demanda deberá 
notificarse personalmente a su representante legal o a quien éste haya delegado 
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la facultad de recibir notificaciones, todo de acuerdo con lo dispuesto por el Código 
Contencioso Administrativo.  
 
 
Cuando el demandado sea un particular, la notificación personal del auto 
admisorio se practicará de acuerdo con lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento civil.  
 
 
En todo caso, si la persona a quien deba hacerse la notificación, o su delegado, no 
se encontrare o no pudiere; por cualquier motivo, recibir la notificación, ésta se 
practicará mediante entrega que el notificador haga al empleado que allí se 
encuentre de copia auténtica de la demanda y del auto admisorio y del aviso que 
enviará, por el mismo conducto, al notificado.  
 
 
Si la demanda no hubiere sido promovida por el Ministerio Público se le 
comunicará a éste el auto admisorio de la demanda, con el fin de que intervenga 
como parte pública en defensa de los derechos e intereses colectivos, en aquellos 
procesos que lo considere conveniente. 
 
 
Además, se le comunicará a la entidad administrativa encargada de proteger el 
derecho o el interés colectivo afectado. 
 
 
En el auto admisorio de la demanda el juez ordenará su traslado al demandado 
por el término de diez (10) días para contestarla. También dispondrá informarle 
que la decisión será proferida dentro de los treinta (30) días siguientes al 
vencimiento del término de traslado y que tiene derecho a solicitar la práctica de 
pruebas con la contestación de la demanda. 
 
 
Si hubiere varios demandados, podrán designar un representante común. 
 
 
En la contestación de la demanda sólo podrá proponerse las excepciones de 
mérito y las previas de falta de jurisdicción y cosa juzgada, las cuales serán 
resueltas por el juez en la sentencia. 
 
 
En consecuencia, las pruebas pertinentes se practicarán en el mismo plazo 




En este tipo de acciones se permitirá la coadyuvancia de cualquier persona y la 
solicitud de medidas cautelares cuando quiera que sea menester prevenir un daño 
inminente o hacer cesar el que se hubiere causado. 
 
 
Con posterioridad se deberá celebrar una audiencia de pacto de cumplimiento en 
la que con la presencia de todos los sujetos procesales se intentará llegar a un 
acuerdo sobre la forma como habrá de protegerse el derecho colectivo si es del 




Si no se llega a un acuerdo entre las partes, se deberá dar paso a un periodo 
probatorio por el término de veinte (20) días prorrogables por veinte (20) días más 
si la complejidad del proceso lo requiere. 
 
 
Con posterioridad seguimos con una etapa de alegatos, en la que las partes 
presentaran al juez o Tribunal su posición y/o conclusiones sobre el asunto, pero 
es necesario recalcar que no es indispensable presentar alegatos, la no 
presentación de los mismos no genera ni nulidad, ni tiene ningún efecto 
contraproducente para ninguna de las partes. 
 
 
Precluida la etapa anterior, se deberá dictar sentencia en el término de 20 días, en 
la que se decidirá si se tutela o no el derecho colectivo cuyo amparo se pide. 
 
 
En este tipo de proceso se puede interponer el recurso de apelación contra las 
sentencias para que el superior jerárquico (Consejo de Estado, si la acción fue 
fallada por el Tribunal de lo contencioso administrativo, o el Tribunal superior de 
distrito judicial, si la misma fue resulta por el juez civil del circuito) adopte la 
competencia en la segunda instancia. 
 
4.2. Caducidad de la Acción 
 
La acción popular no tiene término perentorio para interponerse. Sin embargo, la 
oportunidad precluye cuando cesa la vulneración del derecho o interés colectivo. 
 
La sentencia C-215 de 1999 proferida por la Corte Constitucional declaró 
parcialmente inexequible el artículo 11 de la Ley 472 de 1998 que establecía un 
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termino de caducidad de 5 años para las acciones populares cuando estas 
estuvieran dirigidas a volver las cosas al estado anterior 
 
4.3. Jurisdicción y Competencia 
 
 
Si la vulneración proviene de una autoridad, o de un particular que ejerza 
funciones administrativas, se interpondrá ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa. En primera instancia conocen los jueces administrativos y en 
segunda instancia, conocen los Tribunales Contencioso Administrativos.  
 
 
Si la vulneración proviene de un particular, se ejercerá ante la jurisdicción civil. En 
primera instancia conocen los Jueces Civiles del Circuito y en segunda instancia  
las salas civiles de los Tribunales Superiores 
 
 
El juez competente será aquel de ocurrencia de los hechos o del domicilio del 
demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los 
jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiera 
presentado la demanda. 
 
 
Si en el lugar donde se pretende instaurar la demanda no existe juez del circuito o 
de lo contencioso administrativo, la demanda podrá presentarse ante cualquier 
juez civil municipal o promiscuo, quien la remitirá al funcionario competente, dentro 
de los dos días siguientes. No obstante, deberá remitir de inmediato y por el medio 
más eficaz las diligencias al juez competente cuando se comprometa de forma 






Las acciones populares tienen trámite preferencial en relación con las demás 
acciones que conozca el funcionario judicial, especialmente respecto de las 
acciones de que conoce la justicia ordinaria. Lo anterior con miras a garantizar la 
efectiva protección de los derechos e intereses colectivos. 
 
 
En virtud de tal preferencia el juez debe tramitar y proferir decisión de fondo en las 
acciones populares teniendo en cuenta los términos perentorios que establece la 






Fallida la audiencia de pacto de cumplimiento el Juez Decretara: 
 
 
- Las pruebas solicitadas 
- Las pruebas que de oficio estime pertinentes 
 
 
El Juez practica las pruebas personalmente o por comisión, si hay imposibilidad de 
hacerlas en forma personal. 
 
 
El juez podrá ordenar la práctica de pruebas dentro o por fuera del territorio 
nacional. La Carga de la prueba corresponde al demandado. Pero por razones de 
orden económico o técnico, podrá pedir experticios probatorios a la entidad pública 
cuyo objeto esté referido el tema de debate. 
 
 
Sino se pudiere allegar la prueba, el Juez podrá ordenar la prueba con cargo al 
Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos. 
 
 
Medios de prueba 
 
 
El Juez podrá:  
 
 
- Solicitar estadísticas de fuentes que ofrezcan credibilidad 
- Solicitar conceptos a manera de peritos, informes y aportes de documentos a 
entidades públicas y a sus empleados 
- Requerir de particulares certificaciones, informaciones, exámenes o conceptos  
- Ordenar cualquier prueba conducente y, en general, cualquier medio de prueba 
establecido en el Código de Procedimiento Civil. 
  
 
 Fallo o Sentencia 
 
 




- Orden protectora y preventiva de hacer o de no hacer cierta conducta. En la 
sentencia el juez señalará un plazo prudencial, de acuerdo con el alcance de sus 
determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la 
providencia y posteriormente culminar su ejecución. 
 
 
- Condena al pago de perjuicios, cuando se haya causado daño a un derecho a 
interés colectivo a favor de la entidad pública no culpable que los tenga a su 
cargo. La condena al pago de los perjuicios se hará “in genere” y se liquidará en el 
incidente previsto en el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil; en tanto, se 
le dará cumplimiento a las órdenes y demás condenas. 
 
 
- Exigencia de realizar conductas necesarias para volver las cosas al estado 
anterior, cuando fuere físicamente posible. 
 
 
- Fijación del monto del incentivo, entre 10 y 150 salarios mínimos mensuales 
cuando el derecho protegido sea la moral administrativa, el incentivo corresponde 
al 15% del valor que la entidad pública recupere. El incentivo se destina al Fondo 






La Figura del incentivo, constituye un premio económico a la persona que inicie el 
proceso y pruebe la existencia de un perjuicio que afecte a la colectividad. Tal 
incentivo tiene como finalidad el promover en los ciudadanos la denuncia de estos 
casos y la gestión hasta su culminación. En el caso de que quien demande sea 
una entidad pública, el incentivo será destinado al Fondo para la Defensa de los 
Derechos e Intereses Colectivos. 
 
 
La condena al pago del incentivo la fija en forma discrecional el juez, entre 10 y 
150 salarios mínimos mensuales. No obstante, cuando el interés o derecho 
colectivo amenazado o vulnerado sea el de moralidad administrativa, el 
demandante tendrá derecho al 15% del valor que recupere la entidad pública en 
razón de la acción popular. 
 
 
El incentivo es procedente incluso cuando el proceso termina mediante pacto de 
cumplimiento, el acuerdo consagrado mediante pacto de cumplimiento, debe ser 
aprobado mediante sentencia y el artículo 35 de la Ley 472 de 1998, señala que 
en la misma se debe señalar el monto del incentivo para el actor popular. 
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Dado que el incentivo implica un reconocimiento a una labor diligente oportuna y 
permanente del demandante, de no establecerse dicha labor, no hay lugar  a 













































5. LA SENTENCIA JUDICIAL EN LAS ACCIONES POPULARES 
 
 
5.1. La Sentencia Judicial  
 
 
Vencido el término para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) días para proferir 
sentencia. La sentencia que acoja las pretensiones del demandante de una acción 
popular podrá contener una orden de hacer o de no hacer, condenar al pago de 
perjuicios cuando se haya causado daño a un derecho o interés colectivo en favor 
de la entidad pública no culpable que los tenga a su cargo, y exigir la realización 
de conductas necesarias para volver las cosas al estado anterior a la vulneración 
del derecho o del interés colectivo, cuando fuere físicamente posible. La orden de 
hacer o de no hacer definirá de manera precisa la conducta a cumplir con el fin de 
proteger el derecho o el interés colectivo amenazado o vulnerado y de prevenir 
que se vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito para 
acceder a las pretensiones del demandante. Igualmente fijará el monto del 
incentivo para el actor popular. 
 
 
La condena al pago de los perjuicios se hará "in genere" y se liquidará en el 
incidente previsto en el artículo 307 del C.P.C.; en tanto, se le dará cumplimiento a 
las órdenes y demás condenas. Al término del incidente se adicionará la sentencia 
con la determinación de la correspondiente condena incluyéndose la del incentivo 
adicional en favor del actor. 
 
 
En caso de daño a los recursos naturales el juez procurará asegurar la 
restauración del área afectada destinando para ello una parte de la indemnización.  
En la sentencia el juez señalará un plazo prudencia, de acuerdo con el alcance de 
sus determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la 
providencia y posteriormente culminará su ejecución. En dicho término el juez 
conservará la competencia para tomar las medidas necesarias para la ejecución 
de la sentencia de conformidad con las normas contenidas en el Código de 
Procedimiento Civil y podrá conformar un comité para la verificación del 
cumplimiento de la sentencia en el cual participarán además del juez, las partes, la 
entidad pública encargada de velar por el derecho o interés colectivo, el Ministerio 




También comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en lo 
que sea de su competencia, colaboren en orden a obtener el cumplimiento del 
fallo. 
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Subrayado Declarado Exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C-215 de 1999. 
 
 
Efectos de la Sentencia. La sentencia tendrá efectos de cosa juzgada respecto 
de las partes y del público en general. 
 
 
Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
622 de 2007, en el entendido que las sentencias que resuelven los procesos de 
acción popular hacen tránsito a cosa juzgada respecto de las partes y del público 
en general, salvo cuando surjan con posterioridad a la sentencia desestimatoria, 
nuevas pruebas trascendentales que pudieran variar la decisión anterior.  
 
 
Recursos. Contra los autos dictados durante el trámite de la acción popular 
procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del 
código de procedimiento civil. 
 
 
El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera 
instancia, en las formas y oportunidad señaladas en el código de procedimiento 
civil, y deberá ser resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a 
partir de la radicación del expediente en la secretaria del tribunal competente. 
 
 
La práctica de pruebas durante la segunda instancia se sujetara, también, a la 
forma prevista en el código de procedimiento civil. 
 
 
5.2. Alcance y Efectividad de las Sentencias Judiciales  
 
 
Dentro del término de ejecución de la sentencia, el juez conservará la competencia 
para asegurar el cumplimiento de la sentencia. Para tal fin, el juez: 
 
 
- Adoptará todas las medidas necesarias para su ejecución, de acuerdo con las 
normas del Código de Procedimiento Civil. 
 
- Conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia. 
Comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en lo que sea 




5.3. Medidas Sancionatorias Por Incumplimiento de Sentencias 
 
La figura del desacato se encuentra consagrada en el artículo 41 de la Ley 472 de 
1998, de conformidad con la cual, cuando el obligado a acatar el fallo o cualquier 
mandato proferido por la autoridad judicial en los procesos que se adelanten por 
acciones populares, incumpla la orden judicial, se le sancionará con una multa de 
hasta 50 salarios mínimos mensuales que serán destinados al Fondo para la 
Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, los cuales pueden ser 
conmutables con arresto hasta de seis meses, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que hubiere lugar. 
 
Además, el desacato debe adelantarse mediante trámite incidental, ante el mismo 
juez que profirió el fallo. La petición será consultada al superior jerárquico quien 
deberá decidir sobre su procedencia en el término de tres días. 
 
 
5.4. Análisis de Sentencias de los Juzgados Contencioso Administrativo de 
Quibdó 
 
Sentencia No 39 de Febrero 4 de 2009. Juzgado Primero Administrativo de 
Quibdó ordena al Municipio de Bahía Solano Realizar las operaciones y 
procesos sobre el agua cruda o natural suministrada a la población urbana 
y/o rural de Bahía Solano, con el fin de modificar sus características físicas, 
químicas y microbiológicas, para hacerla agua potable o para consumo 
humano. 
 
El Juzgado Primero Administrativo de Quibdó en sentencia No 39 de Febrero 4 de 
2009, fallo una acción popular interpuesta por el Procurador 9º Judicial II 
Ambiental y Agrario Zona Quibdó, en contra del Municipio de Bahía Solano y el 
Departamento Administrativo de Salud del Chocó DASALUD CHOCÓ, en defensa 
de los intereses colectivos por el derecho a un ambiente sano, la seguridad y 
salubridad pública, el acceso a una infraestructura de servicios que garantice la 
salubridad pública, el acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea 
eficiente y oportuna y los derechos de los consumidores y usuarios, vulnerados 
por suministrar agua potable a los consumidores y usuarios del Municipio de Bahía 
Solano.  
El Juez Primero Administrativo al amparar los derechos un ambiente sano, la 
seguridad y salubridad pública, el acceso a una infraestructura de servicios que 
garantice la salubridad pública, el acceso a los servicios públicos y a que su 
prestación sea eficiente y oportuna y los derechos de los consumidores y usuarios, 
ordena al Municipio de Bahía Solano Realizar las operaciones y procesos sobre el 
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agua cruda o natural suministrada a la población urbana y/o rural de Bahía Solano, 
con el fin de modificar sus características físicas, químicas y microbiológicas, para 
hacerla agua potable o para consumo humano, en un plazo no mayor de Doce 
(12) meses contados a partir del día hábil siguiente a la notificación de la 
sentencia.  
Además ordena realizar campañas de educación sanitaria y ambiental, en los 
meses de marzo, junio, octubre y diciembre de cada año, y voluntariamente en 
cualquier otro tiempo, donde divulgue ampliamente entre la población urbana de 
Bahía Solano, las obligaciones que tienen como consumidores y usuarios asi 
como las orientaciones para preservar la calidad del agua para consumo humano 
y hacer buen uso de ella al interior de la vivienda. 
También  se ordena adecuar y orientar la estructura técnica y de gestión de la 
salud pública municipal, y tomar las previsiones presupuestales necesaria para 
asegurar la disponibilidad de los recursos requeridos para realizar las 
competencias que les correspondan en materia de gestión de la salud pública 
local Y Solicitar la asesoría y asistencia técnica o científica necesaria al Ministerio 
de Protección Social, al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, al Instituto Nacional de 
Salud (INS), y a la Corporación  Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible 
del Choco (CODECHOCO), para que, en lo que sea de su competencia, colaboren 
para dar escrito cumplimiento a esta sentencia. 
La realización de estos trabajos implica grandes inversiones para el ente territorial, 
pero se ataca un problema neurálgico para toda comunidad, como es el 
abastecimiento de agua potable.  
Consideramos que esta es una Sentencia sin precedentes en la historia ambiental 




















Podemos concluir este trabajo expresando que las acciones populares más que 
una simple acción judicial, se constituyen hoy por hoy, en verdaderos mecanismos 
para la reivindicación sociales de las colectividades, lo cual la constituye junto a la 
acción de tutela en una de las grandes conquistas de la constitución del 1991 ya 
que en últimas lo que lograrán será acabar con el ya centenario Estado de papel. 
Las herramientas constitucionales y legales con las que cuenta el ciudadano y la 
comunidad para defender su derecho a un ambiente sano, sólo serán eficaces 
cuando se tenga el apoyo de la sociedad civil y de las diversas formas 
organizativas; ambas esenciales para defender y proteger su medio ambiente. 
 
 
En Colombia el medio ambiente como derecho colectivo, está ampliamente 
protegido por normas constitucionales, legales, reglamentarias; por políticas 
ambientales tanto de orden nacional como internacional.  Se cuenta como una de 




Con las Acciones populares, se puedan mitigar los graves problemas ambientales 
que  afectan las regiones y el País en general.  Podemos enrutarnos hacia una 
serie de posibilidades de descubrir oportunidades de desarrollo para más amplios 














MODELO DE DEMANDA DE ACCION POPULAR 
 
PODER PARA PROPONER ACCION POPULAR DE COMPETENCIA  
 
Señor 
Juez Administrativo de ….. 
E.S.D. 
 
……… mayor y vecino de …..,  identificado como aparece al pie de mi correspondiente 
firma, obrando en mi condición de presiente de l a Junta de Acción Comunal del barrio ….,  
de la ciudad de …., respetuosamente manifiesto a usted que mediante el presente escrito 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Doctor …., abogado en ejercicio, también 
mayor y vecino de …., identificado como aparece al pie de su respectiva firma, para que 
en nuestro nombre y representación formule ante  su Despacho Acción Popular contra el 
Departamento de Saneamiento  Ambiental de …., entidad de derecho público, 
representada por su Director, señor ….., persona también mayor y vecino de …. 
 
Nuestro apoderado queda investido de los poderes que la ley le otorga para el desarrollo 
de la gestión encomendada. 
 
Del señor Juez, 
Atentamente, 
 
C.C. No. ……. De ….. 
Acepto : 
 
C.C. No. …… de ….. 
T.P. No. de …….|          
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SOLICITUD DE ACCION POPULAR  
 
Señor 
Juez  Administrativo de  …. 
E.S.D. 
 
……. Abogado en ejercicio, mayor y vecino de  …, identificado como aparece al  pie de mi 
correspondiente firma, obrando como apoderado de la Junta de Acción Comunal del 
barrio .., de la ciudad de …, entidad representada legalmente por el señor …, igualmente 
mayor  y vecino de …, de acuerdo con el poder que adjunto, comedidamente me permito 
formular ante su Despacho Acción Popular contra el Departamento de Saneamiento 
Ambiental de …, entidad de derecho público, representada por su Director señor …, 
también mayor y vecino de …, para que, previo el trámite legal pertinente, proceda su 
Despacho a efectuar las declaraciones que solicitare en la parte petitoria de esta 




PRIMERO: La entidad demandada es una institución de derecho público del orden 
municipal, adscrito al Ministerio del Medio Ambiente, con autonomía administrativa, 
representada legalmente por su Director, todo lo anterior según se desprende de  sus 
estatutos normas que regulan su existencia y actuación. 
 
SEGUNDO: Actualmente el Director de la entidad es el señor …, persona mayor y vecino 
de …, identificado con la cédula de ciudadanía número …., expedida en …, según se 
desprende del Decreto No. …, de fecha …, del Ministerio del Medio Ambiente. 
 
TERCERO: Dentro de las funciones  del Departamento de Saneamiento Ambiental  y de 
su Director se encuentra  la de otorgar licencia para producción de jabones a nivel 
industrial, tal como se observa del numeral 19 del artículo 25 de los estatutos de la 
entidad. 
 
CUARTO: La empresa …, solicitó licencia para producir jabones de tocador, según 
petición elevada con fecha. 
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QUINTO: El Departamento de Saneamiento Ambiental mediante Resolución No. …, de 
fecha  …,  procedió a conferir licencia en los términos y par la producción solicitada por la 
empresa mencionada. 
 
SEXTO: No tuvo en cuenta  el Departamento de Saneamiento Ambiental que para otorgar 
licencia de producción de jabones a nivel industrial  es necesario que la empresa 
solicitante presente previamente un proyecto de organizaci´n de sus instalaciones sobre 
tratamiento  de desechos y emisión de gases, el cual debe ser aprobado por el Ministerio 
de Salud. 
 
SÉPTIMO: Este proyecto ni existe ni fue aprobado  ni mucho menos anexado a la solicitud 
de licencia. 
 
OCTAVO: Como las instalaciones de la empresa no reúnen los requisitos legales, mal 
puede una entidad administrativa conferir una  licencia vulnerando los mandatos legales. 
 
NOVENO: La producción de jabones, sin el lleno de la exigencias técnicas, conllevaría 
una emisión de gases tóxicos que obligatoriamente afectarían la salud de las personas 
que habitan los contornos de la empresa fabricante, tal como se desprende del concepto 
rendido por los Doctores …., especialistas en la meteria y que anexo a esta solicitud. 
 
DECIMA: La Ley 472 de 1998 faculta a las organizaciones populares, cívicas o de índole 
similar para entablar acciones populares en defensa del Medio Ambiente y la salubridad 
pública. 
 
DECIMO PRIMERO: La Junta de Acción Comunal del barrio …, de la ciudad de …., es 
una organización cívica, con personería jurídica No.  …, de fecha …., reconocida por el 
Ministerio de …, actualmente representada por el señor …, en su condición de presente, 








1.- Ordenar al señor Director del Departamento de Saneamiento Ambiental de … evocar 
la Resolución No.  …, de fecha …, emitida por ese mismo Despacho, mediante la cual se 
confirió licencia  a la empresa …, para iniciar operaciones de fabricación de jabones a 
nivel industrial. 
 
2.- Ordenar al mismo funcionario público que requiera a la empresa solicitante de licencia, 
la presentación del proyecto de organización de sus instalaciones debidamente aprobado 
por el Ministerio de Salud y proceder nuevamente al estudio de la mencionada solicitud. 
 
3.- Ordenar al Departamento de Saneamiento Ambiental que dentro del término perentorio 
que usted indique comunique a la empresa …, la decisión de revocar la licencia y la 
implementación de las medidas que fueren necesarias para impedir el inicio de 




Invoco como fundamento de derecho lo preceptuado por la Ley 472 de 1998 y demás 








Es usted competente, señor Juez, por la naturaleza del asunto y el domicilio de las partes, 




Ruego tener y practicar como tales las siguientes: 
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1.-  Copia de los Estatutos del Departamento de Saneamiento Ambiental  y copia del 
Decreto No. …, de fecha …, a través del cual se nombró Director al señor … 
2.- Copia de la Resolución No. …, de fecha …, mediante la cual se otorgó  licencia a la 
empresa …, para fabricar jabones de tocador  a nivel industrial. 
3.- Copia de la Resolución No. …, de fecha …, emanada de a…, a través de la cual se 
reconoció personería jurídica a la Junta de Acción Comunal del barrio …, de la ciudad de  
…, y copia del acta de elección del señor …,  como presidente de la misma, así como 
copia de los estatutos de la organización que apodero. 
4.- Concepto rendido por los doctores  …,  especialistas en medio ambiente, sobre  las 
consecuencias de la puesta en funcionamiento de una fábrica de jabones sin el lleno de 
las exigencias técnicas de control de desechos y gases. 
ANEXOS 
Me permito anexar  poder a mi favor, los documentos aducidos como pruebas y copias de 
la demanda para traslado (con sus anexos) y archivo de sus Despacho. 
NOTIFICACIONES 
 
El suscrito y mi poderdante las recibiremos en la Secretaría del Juzgado o en ….. 
La empresa demandada en ….. 




C.C. No. ….  de   … 



















ACCIONES POPULARES PRESENTADAS EN QUIBDÓ 
 
 
Sentencia No 155 
Radicado: 2006 - 00483  
Accionante: DIEGO SÁNCHEZ MOREN 
Accionado: POLICIA NACIONAL  
Juzgado Primero Administrativo de Quibdó  
Tema: Actos de Contaminación Ambiental por actividad comercial de Discoteca 
 
 
Sentencia No 0007 
Radicado: 2006 - 00369  
Accionante: PROCURADOR 9 JUDICIAL AMBIENTAL Y AGRARIO 
Accionado: MUNICIPIO DE RÍO IRÓ – VINCULADO CODECHOCÓ  
Juzgado Primero Administrativo de Quibdó  
Tema: Contaminación Ambiental por no tener relleno sanitario  
 
 
Sentencia No 0004 
Radicado: 2006 - 00269  
Accionante: LUIS ENRIQUE CHAPARRO URRUTIA  
Accionado: MUNICIPIO DE QUIBDÓ  
Juzgado Primero Administrativo de Quibdó  
Tema: Afectación del Medio Ambiente por no Canalización de Aguas Lluvias  
 
Sentencia No 39 
Radicado: 2006 - 00279  
Accionante: PROCURADOR 9 JUDICIAL AMBIENTAL Y AGRARIO  
Accionado: MUNICIPIO DE BAHIA SOLANO Y DASALUD CHOCÓ  
Juzgado Primero Administrativo de Quibdó  
Tema: Suministro de Agua no apta para consumo Afectación el Derecho al Goce 
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